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 LA CORTE CONSTITUCIONAL RECHAZÓ POR IMPROCEDENTE LA ACCIÓN DE TUTELA INSTAURADA POR EL 

CIUDADANO SABAS EDUARDO PRETELT DE LA VEGA CONTRA LA SALA DE CASACIÓN PENAL, PUESTO QUE NO SE 

IDENTIFICARON LOS YERROS EN LOS QUE PRESUNTAMENTE SE HUBIERA INCURRIDO Y NO SE ALEGÓ EN LA 

OPORTUNIDAD DEBIDA LA AFECTACIÓN DEL DEBIDO PROCESO QUE SE INVOCA POR EL ACTOR 
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La Sala Plena decidió sobre una acción de tutela presentada por el señor Sabas Eduardo 
Pretelt de la Vega contra la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia y la 
Fiscalía General de la Nación, al considerar vulnerado su derecho fundamental al debido 
proceso, con ocasión de las decisiones proferidas por dicha Corporación Judicial el 29 de 
noviembre de 2012 y el 19 de abril de 2013, en las que resolvió no acoger sus solicitudes 
de nulidad, relacionadas con los presuntos vicios en los que incurrió el ente acusador en la 
etapa de investigación e instrucción del proceso penal de única instancia que se adelantó 
en su contra.  
 
Concretamente, el actor sostuvo que la Sala de Casación Penal incurrió: (i) en una 
valoración defectuosa de la Resolución 203 de 2012 en el análisis de la nulidad interpuesta 
en el traslado de que trata el artículo 400 de la Ley 600 de 2000, (ii) en una aplicación 
indebida del Acto Legislativo 06 de 2011, y (iii) en un desconocimiento de la garantía 
superior de ser investigado y juzgado por un funcionario judicial imparcial e 
independiente.  
 
Luego de reiterar la jurisprudencia constitucional sobre los requisitos de procedibilidad de 
la acción de tutela contra providencias judiciales, esta Corporación evidenció que no se 
satisfacían: (i) el presupuesto de identificar los yerros en los que pudo incurrir la Sala de 
Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia y que dieron lugar a la presunta 
vulneración de las prerrogativas constitucionales del actor, así como (ii) la exigencia de 



 

que la supuesta afectación se hubiera alegado en la oportunidad debida dentro del 
proceso judicial cuestionado.  
 
En efecto, en relación con el primer cargo relacionado con la valoración defectuosa de la 
Resolución 203 de 2012, este Tribunal evidenció que en este caso el accionante no 
proporcionó las razones por las que, a su juicio, la Sala de Casación Penal calificó 
erradamente la naturaleza de dicho acto, pues en el escrito tutelar reprodujo los 
argumentos que había planteado en su solicitud de nulidad, sin detenerse a explicar por 
qué las apreciaciones desplegadas por la demandada no resultan acordes con los 
principios constitucionales, ni por qué esto tornaba imperiosa la intervención del juez de 
amparo.  
 
Así mismo, en torno al segundo y tercer cargo, la Sala estimó que si bien en la acción de 
tutela el demandante indicó las razones que lo llevan a cuestionar la hermenéutica 
desplegada por la Corte Suprema de Justicia para avalar la delegación efectuada por la 
Fiscal General de la Nación, así como para no encontrar reproche alguno en las 
actuaciones adelantadas por los fiscales delegados que conocieron de la investigación e 
instrucción de su caso, no acreditó que dichas irregularidades hubieran sido puestas a 
consideración debidamente ante la autoridad demandada dentro del proceso penal en el 
término de traslado consagrado en el artículo 400 de la Ley 600 de 2000.  
 
En consecuencia, la Corte decidió: (i) revocar el fallo proferido por la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, el 21 de agosto de 2013, 
que denegó por razones de fondo el amparo solicitado, así como la sentencia dada por la 
Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, el 23 de enero de 
2014, que dispuso confirmar dicha decisión a pesar de que estimó que la tutela no 
satisfacía los presupuestos de procedibilidad; y en su lugar (ii) rechazar la solicitud de 
protección constitucional por improcedente.  
 
 
Salvamento de voto  
 
 
El magistrado Jorge Ignacio Pretelt Chaljub manifestó que no tiene relación de parentesco 
ni de ninguna otra clase con el señor Sabas Pretelt de la Vega, por lo cual no se encuentra 
impedido para participar en este proceso. Así mismo, salvó el voto frente a la sentencia 
por los siguientes motivos:  
 
En primer lugar, manifestó que la sentencia no aborda ninguno de los argumentos 
señalados por el accionante, pues no analiza si se vulneró el principio de irretroactividad 
de la ley penal, ni si se configuró una causal de impedimento en cabeza del fiscal delegado 
que participó en el juicio, ni tampoco si el acto de delegación era de naturaleza judicial o 
administrativa.  
 



 

En segundo lugar, consideró que la aplicación del Acto Legislativo 06 de 2011 en el 
proceso penal llevado a cabo en contra del señor Sabas Pretelt de la Vega desconoció 
claramente el debido proceso por 3 motivos:  
 
Observó que el Acto Legislativo 06 de 2011 fue expedido cuando el proceso penal en 
contra de Sabas Pretelt ya estaba en curso, por lo cual se aplicó de manera retroactiva, 
desconociéndose el principio de no retroactividad de las leyes penales consagrado en el 
artículo 29 de la Constitución Política y reconocido en las sentencias C-374 de 1997, C-
1076 de 2002, C-820 de 2005 y C-952 de 2007 de la Corte Constitucional. Adicionalmente, 
este Acto Legislativo redujo las garantías y afectó el fuero del procesado, por lo cual su 
aplicación en el proceso penal de Sabas Pretelt constituye la utilización retroactiva in 
malam partem de una ley penal, lo que se encuentra prohibido en nuestro ordenamiento 
jurídico, pues desconoce de manera flagrante el artículo 29 de la Constitución Política.  
Tampoco, podía aplicarse el Acto Legislativo 06 de 2011 porque éste se promulgó cuando 
ya estaban corriendo los términos para proferir la calificación del mérito del sumario, 
desconociéndose que según lo dispuesto en el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, cuando 
ya hubieren empezado a correr los términos de una actuación se tendrán que aplicar las 
leyes vigentes y no las nuevas disposiciones:  
 
“ARTÍCULO 40. Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las 
anteriores desde el momento en que deben empezar a regir. Sin embargo, los recursos interpuestos, la 
práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren 
comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las 
leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o 
diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las 

notificaciones”.  

 
Finalmente, es claro que la delegación realizada en el proceso penal, en virtud de la cual 
se permitió la actuación de un Fiscal Delegado ante la Corte Suprema de Justicia, no 
cumplió con los requisitos legales, por los siguientes motivos: (i) no tuvo un mecanismo 
de publicación ni como acto administrativo ni como acto de naturaleza jurisdiccional y (ii) 
no podía tener un carácter jurisdiccional, pues se trata de una típica delegación de 
funciones y por ello se le debió aplicar el régimen del Código Contencioso Administrativo, 
el cual exigía formalidades que nunca se cumplieron en el proceso como la publicación en 
la gaceta.  
 
Los magistrados María Victoria Calle Correa y Mauricio González Cuervo, se 
reservaron la posibilidad de presentar sendas aclaraciones de voto sobre algunos de los 
fundamentos de la anterior decisión. 

MARÍA VICTORIA CALLE 
Presidenta (e) 

 
 

 


